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PRIMERA SALA UNITARIA. 

EXP: 212/2023-1

RESOLUCIÓN DEFINITIVA. 

ACTOR: **********

AUTORIDAD DEMANDADA:

POLICÍA VIAL DE LA SECRETARIA DE SEGURIDAD Y PROTECCIÓN CIUDADANA DEL MUNICIPIO DE SAN LUIS POTOSÍ. 
MAGISTRADA:

LIC. MA. EUGENIA REYNA MASCORRO.

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LIC. GREGORIO CORPUS MORENO.

San Luis Potosí, S.L.P., a doce de julio de dos mil veintitrés. 

V I S T O S  para resolver en definitiva los autos del Juicio Contencioso  Administrativo número 212/2023-1, y;

R E S U L T A N D O

I.- Por acuerdo del veinticuatro de febrero de dos mil veintitrés, se tuvo a ********** demandando por su propio derecho, el acto y respecto de la autoridad que en seguida se precisan:

Autoridad demandada:

- Supuesto Policía de la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana del Municipio de San Luis Potosí, de nombre **********

Tercer Interesado: Grúas Zárate. 
Acto que se impugna.- “**********

II.- Substanciado en cada una de sus etapas, tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio a las nueve horas del veinticinco de abril del presente año, sin la asistencia de las partes. Acto seguido, se dio lectura al escrito de demanda, desahogándose las pruebas documentales dada su propia naturaleza; en período de alegatos se certificó que no fueron formulados por las partes, quedando así debidamente integrado el expediente en que se actúa, turnándose el mismo a la Magistrada para su resolución.
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1°, 2°, 7º fracción V, 24 y 35 fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, ya que se trata de una controversia suscitada entre un particular y autoridades municipales del Estado, donde se ejerce jurisdicción, con motivo de una sanción por infracciones a los ordenamientos de tránsito. 

SEGUNDO.- Ahora bien, resulta necesario precisar la existencia del acto impugnado, de lo que se tiene que el actor precisa como tal el siguiente: 
**********

En ese sentido, la existencia de dicho acto se acredita con el documento visible a ********** de este expediente, mismo que adquiere valor probatorio pleno de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 72, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, puesto que de acuerdo a lo que establece el artículo 91 del citado código, se trata de documento público emitido por una autoridad en el ejercicio de sus atribuciones legales, por lo que entonces, es evidente la existencia de tal acto.
TERCERO.- Según indica el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se analizará la legitimación de los comparecientes.

Suscribe la demanda ********** demandando por su propio derecho la nulidad del acto y en contra de la autoridad ya señalada. 
Al respecto, debe decirse que conforme lo dispone el artículo 230 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, son partes en el juicio contencioso administrativo, entre otras, el actor y según el artículo 231 de la propia codificación, solo podrán demandar o intervenir en juicio aquellas personas que tengan un interés jurídico o legítimo que funde su pretensión, entendido aquel como un derecho subjetivo de los gobernados y éste, aquellas situaciones de hecho protegidas por el orden jurídico.

Sobre la base de los dispositivos en cita y tomando en cuenta que en el acto impugnado, se indica como destinatario a la aquí impetrante, es innegable que cuenta con legitimación para demandar en el presente juicio.


Tocante a la legitimación de la autoridad demandada la misma, se encuentra acreditada en este jucio, en virtud de que aportó para tales efectos, el nombramiento que la acredita como tal, según documento visible a foja **********de este expediente.


En cuanto al Tercer Interesado Grúas Zárate, mediante auto del veintisiete de marzo del presente año, se le tuvo por precluido su derecho para apersonarse a juicio. 
CUARTO.- La parte promovente hizo valer como conceptos de impugnación, los que se advierten en autos a fojas de la 03 a la 06 del presente expediente, argumentos que por economía procesal se tienen por reproducidos, resultando aplicable para tal efecto la tesis de jurisprudencia bajo el rubro: 
 

“CONCEPTOS DE VIOLACION. EL JUEZ NO ESTA OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS” 

QUINTO.- De conformidad con lo dispuesto en el último párrafo de los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, las causas de improcedencia y sobreseimiento, deben ser examinadas de oficio, en mérito a que éstas son de orden público, de lo que resulta que su estudio es preferente a los motivos de inconformidad.

Ésta Sala Unitaria advierte que la autoridad demandada Policía Vial, invoca las causales de improcedencia y sobreseimiento previstas y señaladas en los artículos 228 fracción XI en relación con el numeral 229 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, argumentando que el acto que se impugna contiene las circunstancias de tiempo, modo y lugar y que no se violaron las garantías  consagradas en los artículos 14 y 16 de Nuestra Carta Magna, esto es que se encuentra fundado y motivado.

A lo anterior, debe decirse que los argumentos que vierte la demandada, están tendientes a sostener la legalidad del acto, lo cual será motivo de estudio al resolver sobre el fondo del presente asunto, de ahí que resulten infundadas las causales de improcedencia  invocadas por la citada autoridad.    


SEXTO.-  El Primer Concepto de Impugnación que hace valer el actor es infundado por inoperante, en virtud de las siguientes consideraciones legales:  

Dice el actor que de conformidad con lo establecido por el numeral 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, todo acto de autoridad que se emita por autoridad deberá estar fundado y motivado, además de dicha fundamentación y motivación en estricto acatamiento a las garantías de legalidad y seguridad jurídicas.

Que en relación a la disposición constitucional y al Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es preciso en señalar como causa de nulidad que los actos administrativos, que estos omitan cumplir con los requisitos formales exigidos por las leyes, destacándose inclusive la ausencia de fundamentación y motivación.

Que derivado de la obligación a que aluden los dispositivos en cita, debe señalarse a que si un agente de tránsito funge como testigo, juez y parte al levantar una boleta de infracción, resulta eventualmente diabólica la carga de la prueba, ya que nadie puede fungir como juez y parte, ya que el supuesto agente de tránsito señala el acto violatorio y el mismo oficial juzga e impone una pena lo cuál resulta violatorio de sus derechos, razón por la cuál impera que cuando menos se pueda exigir de dicho agente que al levantar una infracción, primero se haga entrega de la misma y se expresen con amplitud y claridad los motivos que tuvo para hacerlo, pero además de fundar en derecho y con claridad la multa que impuso. (F. 03 Y 03 VUELTA)
Como se adelantó en un principio, el Concepto de estudio es inoperante, ya que de una revisión a los agravios expuestos, se advierte que éstos son muy generales, ambiguos y superficiales, puesto que no señalan ni concretizan algún razonamiento capaz de ser analizado, puesto que en ningún momento impugna de manera directa y precisa los fundamentos y motivos contenidos en la boleta de infracción. 
Ante tal deficiencia, solamente se revela una falta de pertinencia entre lo pretendido y las razones aportadas que, no son idóneas ni justificadas para colegir y concluir lo pedido. 

No se debe de pasar por alto que los argumentos que se expresen en los conceptos de violación, invariablemente deben de estar dirigidos a descalificar y evidenciar la ilegalidad de las consideraciones en que se sustentó el acto impugnado, sin que en el presente caso así haya acontecido, pues solo señala de manera genérica que el acto impugnado no cumple con los requisitos mínimos exigidos por la ley para garantizar la seguridad jurídica del destinatario, afirmación que no resulta procedente, toda vez que del análisis que se deba hacer a la boleta de infracción, se desprende que contiene una fundamentación y motivación que no es combatida por el actor, por lo que subsiste la presunción de legalidad.  
Al no ser así, las manifestaciones que expuso el actor no pueden ser analizadas por esta resolutora, motivos por los cualés se califican de inoperantes, ya que se está ante argumentos no seguros para obtener una declaratoria de invalidez a su favor.

Sirve de apoyo a lo anterior, el siguiente criterio de jurisprudencia que dice:
  

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. SON INOPERANTES CUANDO LOS ARGUMENTOS EXPUESTOS POR EL QUEJOSO O EL RECURRENTE  SON AMBIGUOS Y SUPERFICIALES.

Los actos de autoridad y las sentencias están investidos de una presunción de validez que debe ser destruida. Por tanto, cuando lo expuesto por la parte quejosa o el recurrente es ambiguo y superficial, en tanto que no señala ni concreta algún razonamiento capaz de ser analizado, tal pretensión de invalidez es inatendible, en cuanto no logra construir y proponer la causa de pedir, en la medida que elude referirse al fundamento, razones decisorias o argumentos y al porqué de su reclamación. Así, tal deficiencia revela una falta de pertinencia entre lo pretendido y las razones aportadas que, por ende, no son idóneas ni justificadas para colegir y concluir lo pedido. Por consiguiente, los argumentos o causa de pedir que se expresen en los conceptos de violación de la demanda de amparo o en los agravios de la revisión deben, invariablemente, estar dirigidos a descalificar y evidenciar la ilegalidad de las consideraciones en que se sustenta el acto reclamado, porque de no ser así, las manifestaciones que se viertan no podrán ser analizadas por el órgano colegiado y deberán calificarse de inoperantes, ya que se está ante argumentos non sequitur para obtener una declaratoria de invalidez.

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.”

En un Segundo Concepto de Impugnación, el actor hace valer argumentos consistentes en que de la transcripción que se realiza a la boleta de infracción que se impugna, existen una serie de actos que demuestran la ilegalidad del acto, ya que se observa el nombre de una persona de nombre ilegible, estando incompleto, ya que no se puede identificar el nombre de la persona y que dice esta escrito de manera ilegible, que por tanto no se tiene la plena seguridad  que la persona que lo estampa tenga facultad de realizarlo, ya que al no ser legible el nombre, resulta confuso saber la persona de que se trata, aunado a que se desconoce si la persona cuenta con facultades para ejercer el acto de molestia.    

Así mismo, dice el demandante que del párrafo que transcribió, (ver foja 03 vuelta), se observa que el supuesto oficial manifiesta tener el cargo de policía vial y que pretende identificarse con una credencial y/o placa número 244248358, pero que la supuesta identificación esta mal hecha ya que dice es un número escrito al azar, pues dicha numeración no significa nada.

Que la supuesta persona que levantó el acto de molestia no especifica a qué tipo de credencial se refiere y con la que pretende identificarse y hacer el acto de molestia, que al no saber con qué tipo de credencial pretendió identificarse el supuesto oficial de tránsito, es evidente que no acredita las facultades necesarias para ejercer el acto de molestia, de tal forma que al no identificarse de manera plena, el supuesto oficial no acredita su derecho subjetivo creando una ilegalidad en el acto y vulnerando sus derechos, ya que carecía de toda atribución legal para haberlo detenido, haber secuestrado su vehículo y haberle impuesto la ilegal multa.

Dice el demandante que la credencial con que se identificó, no es el documento a que alude el artículo 34 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, ni mucho menos reúne los requisitos que establece dicha disposición para los efectos de la identificación plena como miembro de seguridad pública a la que pertenece.

Que no se cumple con lo señalado por el artículo 91 fracción II de la Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí, relativo a la circunstanciación de los datos de la credencial a que se refiere el artículo  34 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, al identificarse con documento distinto en dicho numeral, lo cual dice le impide verificar si la persona que realizó la infracción se encuentra facultada para hacer el acto de molestia. (F. 03 VUELTA Y 04)             
Es infundado el Concepto de estudio, ya que de una revisión al contenido total del acto que se impugna, se aprecia que contrario a las afirmaciones del actor, el nombre del Policía Vial que lo emitió es el C. Javier Lira Torres, tal y como lo confirma el propio demandante en la transcripción que hace en este  concepto. (Ver foja 03 vuelta)
Entonces, no es veraz que el nombre del Policía Vial sea ilegible, que se encuentre incompleto y que no se pueda identificar el nombre de la persona que emitió la boleta de infracción, como lo pretende hacer ver el demandante, toda vez que en la transcripción que hace en su demanda, identifica plenamente el nombre del agente que levantó la boleta de infracción.
En cuanto a que no sabe si la persona que emitió el acto en cuestión cuenta con facultades para ejercer el acto de molestia, no le asiste la razón al demandante, ya que de una simple lectura a dicho acto, se aprecia que el fundamento legal en que se basó la demandada para su emisión, como lo fueron los artículos 164, 165, 170 y 171 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; 1°, 2°, 6° fracción I, 9°, 13, 14, 15 fracciones VI y VII, 16, 82, 83, 84 fracción I, 85, 87, 89, 91, 92, 93, 94 y demás aplicables de la Ley de Tránsito el Estado de San Luis Potosí; 46 fracción I de la Ley de Ingresos del Municipio de San Luis Potosí , 17 y 34 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí y en relación con los artículos 1°, 3° fracción II, 4 fracción VIII, 169, 170, 171, 172, 205, 206, 207 del  Reglamento de Tránsito Municipal de San Luis Potosí, hechos que no combate el actor en su demanda.

Dentro de ese conjunto de artículos y normas, destacan los artículos  6°, 15, 16 y 91 de la Ley de Tránsito para el Estado de San Luis Pótosí, los que para una mayor claridad se transcriben y que en su texto dicen lo siguiente:   

“ARTÍCULO 6°. Para los efectos de esta Ley se entenderá por: 

I.- Agente de tránsito: policía a cargo de la vigilancia del tránsito, así como de la aplicación de sanciones por infracciones a las disposiciones del reglamento de tránsito. La calidad de agente de tránsito se acreditará con la credencial que se expida en los términos del artículo 34 de la Ley de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí; es de carácter funcional y competencial y es independiente del nivel que se tenga en la escala jerárquica y cargo en los reglamentos respectivos.”

“ARTICULO 15. Son atribuciones del Director de tránsito municipal o su equivalente, dentro de su jurisdicción territorial: 

VI. Elaborar, por conducto de los agentes, las boletas de infracción y sanción a conductores y vehículos por las violaciones cometidas a la presente Ley y sus reglamentos; 

VII. Sancionar a los sujetos infractores de esta Ley, de los reglamentos municipales y de los bandos de policía y gobierno, por conducto de los agentes de tránsito municipales, o de los elementos operativos competentes que se establezcan en los reglamentos municipales.”

“ARTICULO 16. Los elementos de seguridad pública del Estado y los agentes de tránsito de los municipios, en las áreas de su jurisdicción y conforme a su competencia, tendrán como función regular el tránsito de vehículos y peatones, ejecutar más medidas preventivas tendientes a evitar infracciones y accidentes de tránsito en las vías públicas; cumplir y hacer cumplir esta Ley, los reglamentos municipales, los bandos de policía y gobierno y, en su caso, las normas que de ella emanen; para lo cual están facultados para sancionar a los sujetos que infrinjan las disposiciones contenidas en los citados cuerpos normativos.”

“ARTICULO 91. Las infracciones a esta Ley serán sancionadas por los elementos de seguridad pública, los agentes de tránsito municipal, o bien por los elementos operativos competentes en los términos de los reglamentos municipales. Para la aplicación de la sanción se levantará una boleta de infracción y sanción, que contendrá obligatoriamente los siguientes datos:”

Pues bien, en términos de los citados artículos, se advierte que el Agente de Tránsito, es el policía a cargo de la vigilancia del tránsito, así como de la aplicación de sanciones por infracciones a las disposiciones del reglamento de tránsito, dotado de competencia, cuya función es entre otras cosas, la de regular el tránsito de vehículos,  ejecutar medidas preventivas tendientes a evitar infracciones y accidentes de tránsito en las vías públicas, para lo cual se encuentran facultados para sancionar a los sujetos que infrinjan las disposiciones contenidas en los citados cuerpos normativos. 

De acuerdo a todo lo anteriormente señalado, se advierte que la autoridad demandada Policía Vial, cuenta con facultades suficientes y necesaria para emitir actos como el que nos ocupa, pues inclusive, tales facultades abarcan su competencia material y territorial, por tanto el acto que se impugna, contrario a la afirmación del actor, se encuentra colmado con las disposiciones que han quedado señaladas. 

Apreciando además que la demandada, realizó el acto de acuerdo a lo que la misma Ley de Tránsito le permitió, estando facultada legalmente para ello dentro de su respectivo ámbito de competencia material y territorial, regida no solo por la mencionada Ley de Tránsito, sino sujeta a las disposiciones constitucionales  de acuerdo a lo que establece el artículo 1° de la ley en comento, considerando que con ello, se cumple tales facultades de la autoridad que emitió el acto en cuestión, de acuerdo a lo que establece el artículo 16 de la Constitución Federal.  

En un siguiente argumento, el actor esgrime que el documento con que se identificó la autoridad demandada, no especificó a qué tipo de credencial se refiere y con la que pretendió identificarse.

Además, dice que no se cumple con lo señalado por el artículo 91 fracción II de la Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí, relativo a la circunstanciación de los datos de la credencial a que se refiere el artículo  34 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, tales argumentos resultan infundados por lo siguiente:

Previo a hacer un pronunciamiento al respecto, es necesario transcribir en su parte conducente lo que establecen los artículos 91 fracción II de la Ley de Tránsito del Estado de San Luis Poptosí y 34 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado que dicen:  

“ARTICULO 91. Para la aplicación de la sanción se levantará una boleta de infracción y sanción, que contendrá obligatoriamente los siguientes datos: 

II. La circunstanciación de los datos de la credencial a que se refiere el artículo 34 de la Ley de del Sistema de Seguridad Pública del Estado, con que se identifica, relativas a nombre, cargo y vigencia de la credencial. Adicionalmente, se anotará el número de credencial y la autoridad que la expidió, conforme a las disposiciones que resulten aplicables.”

“ARTICULO 34. Los cuerpos de seguridad pública deberán dotar a su personal de credenciales que los identifiquen como miembros de los mismos, las cuales además, en su caso, tendrán inserta la autorización para la portación de arma de fuego, expedida por la Secretaría de la Defensa Nacional. 

Las credenciales serán plásticas o de papel especial, con textura gruesa y enmicada, debiendo contener el nombre, grado, fotografía, huella digital, grupo sanguíneo, fecha de expedición, firma del interesado, clave de inscripción en el Registro Nacional del Personal de Seguridad Pública, y clave única del Registro de Población; así como, en su caso, la inscripción voluntaria de donación de órganos en caso de fallecimiento. 

Esta credencial tendrá vigencia de seis meses; queda prohibido el uso de credenciales metálicas. 

Estas deberán llevar en el reverso la firma del titular de los respectivos cuerpos de seguridad, para cumplir con los requisitos de la licencia oficial colectiva de portación de armas de fuego. 

Los servidores públicos a que se refiere este artículo incurrirán en responsabilidad, cuando expidan credenciales a personas que no pertenezcan a las instituciones de seguridad pública.”

Pues bien, del primero de los mencionados, se advierte que para la aplicación de la sanción, se levantará una boleta de infracción y sanción que contendrá obligatoriamente los siguientes datos como lo es, el nombre de la autoridad que lo emite, su cargo, la vigencia de la credencial, además, adicionalmente se anotará el número de credencial y la autoridad que la expidió, extremos que se advierten cumplidos en la boleta de infracción. 

Del segundo artículo se advierte que los titulares de los cuerpos de seguridad pública, dotarán a su personal de credenciales que los identifiquen como miembros de los mismos, debiéndo reunir los requisitos ahí señalados, dentro del que destaca el que la credencial con que se identifiquen deberán de tener una vigencia de seis meses.

Ahora bien, al remitirnos a acto que se impugna, el cual se encuentra agregado a foja 07 de este expediente, se advierte un texto que dice lo siguiente:  

“…EN EL MUNICIPIO DE SAN LUIS POTOSÍ, SIENDO LAS **********, EN MI CARÁCTER DE POLICÍA VIAL, ENCONTRÁNDOME UBICADO EN AV. Chapultepec, FRENTE AL INMUEBLE MARCADO CON EL NÚMERO ____ DE LA COLONIA _______ EN ESTA CIUDAD CAPITAL, DETECTÉ AL CONDUCTOR DE UN VEHÍCULO AUTOMOTRIZ COMETIENDO LA (S) INFRACCIÓN (ES) QUE SE DESCRIBEN EN EL APARTADO CORRESPONDIENTE CON LAS CIRCUNSTANCIAS DE MODO, TIEMPO Y LUGAR DE FORMA FUNDADA Y MOTIVADA DE QUE HA INFRINGIDO LA LEY DE TRÁNSITO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ, ASÍ COMO AL REGLAMENTO DE TRANSITO DEL MUNICIPIO DE SAN LUIS POTOSÍ,POR LO QUE UNA VEZ ESTANDO EN ALTO TOTAL EL VEHÍCULO EN CUESTIÓN SÍ PROCEDÍ A IDENTIFICARME TODA VEZ QUE SÍ SE ENCONTRABA PRESENTE EL CONDUCTOR DEL MISMO, CON LA CREDENCIAL NUMERO DE FOLIO Y/O PLACA  244248358 EXPEDIDA A FAVOR DEL SUSCRITO CON CARGO DE POLICÍA VIAL EXPEDIDA POR EL SECRETARIO DE SEGURIDAD PÚBLICA DEL ESTADO, CON VIGENCIA DEL 20 DE OCT DE 2022, AL 19 DE ABRIL DE 2023…”

Del citado texto, se aprecia el nombre de la persona que en representación de la autoridad emitió el acto que se impugna y que lo es el ********** , su cargo de Policía  Vial, la credencial con que se identificó, el número de dicha credencial, su vigencia de seis meses así como la autoridad que la expidió, por lo que resulta infundado el argumento del actor, cuando señala que la autoridad fue omisa  en describir o señalar la naturaleza de su identificación.
Con lo anteriormente señalado, es claro apreciar que la autoridad demandada, sí cumplió con los requisitos a que hacen referencia los aludidos artículos 91 fracción II de la Ley de Tránsitoo del Estado de San Luis Potosí y 34 de la Ley del Sistema de Seguridad Públiva del Estado. 
En un Tercer Concepto de Impugnación, dice el demandante que en el caso concreto, el acto administrativo no cumple con los mínimos requisitos exigidos por la ley para garantizar su seguridad, en razón que la demandada suscribe la ilegal infracción el día, hora y lugar señalado, omite requisitos formales que la misma ley prevé para revestir de legalidad el acto, tales como identificación del oficial, la especificación de la vigencia, la manifestación de los medios de defensa que cuenta el gobernado, entre otros aspectos. (F.04 VUELTA).

Es infundado el concepto de estudio, puesto que el medio de  identificación oficial de la autoridad al momento de emitir el acto en cuestión, así como la vigencia de la credencial con la que se identificó, ya fueron materia de estudio en el concepto de impugnación que antecede. 

En cuanto a que en el acto impugnado no se le señaló los medios de defensa con que contaba el gobernado, dicho argumento resulta fundado pero insuficiente para declarar la ilegalidad del acto impugnado, toda vez aue dicha omisión no le depara prejuicio, desde el momento mismo en que acudió ante éste Tribunal a promover el presente juicio de Nulidad dentro el plazo que marca la ley de la materia, a efecto de hacer valer sus derechos, de ahí que no le asista la razón al demandante.

En un Cuarto Concepto de Impugnación, dice el actor que la autoridad responsable omitió una cuestión muy importante que es la fundamentación y motivación, que el emisor no fundamenta el acto ya que como se puede observar, pone una serie de números y fracciones, las cuáles son ilegibles, aunado a que no se expresa  de qué ordenamiento legal se esta basando para emitir el acto de molestia.         

Es infundado el presente Concepto, ya que al remitirnos al acto que se combate, se aprecia con claridad que los fundamentos legales en que se basó la demandada para su emisión lo fueron los artículos 164, 165, 170 y 171 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; 1°, 2°, 6° fracción I, 9°, 13, 14, 15 fracciones VI y VII, 16, 82, 83, 84 fracción I, 85, 87, 89, 91, 92, 93, 94 y demás aplicables de la Ley de Tránsito el Estado de San Luis Potosí; 46 fracción I de la Ley de Ingresos del Municipio de San Luis Potosí , 17 y 34 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí y en relación con los artículos 1°, 3° fracción II, 4 fracción VIII, 169, 170, 171, 172, 205, 206, 207 del  Reglamento de Tránsito Municipal de San Luis Potosí.

Por otra parte, es advierten legiblemente las razones y motivos en que se basó la demandada, los cuáles consistieron en que siendo las ********** cometiendo infracciones de las contenidas en la Ley de Tránsito de San Luis Potosí, así como en el Reglamento de Tránsito del Municipio de San Luis Potosí, consistente en “Manejar en estado de ebriedad”. 

   En el entendido de que la descripción de las circunstancias de tiempo, modo y lugar a que se alude, sirvieron como motivación de la sanción a que fue sujeto el hoy actor, como lo establece la fracción VI del artículo 91 de la Ley de Tránsito que para esos efectos establece claramente lo siguiente:  

“ARTICULO 91. Las infracciones a esta Ley serán sancionadas por los elementos de seguridad pública, los agentes de tránsito municipal, o bien por los elementos operativos competentes en los términos de los reglamentos municipales.
 Para la aplicación de la sanción se levantará una boleta de infracción y sanción, que contendrá obligatoriamente los siguientes datos:”

VI. Descripción de las circunstancias de modo, tiempo y lugar conocidas por la autoridad de tránsito, que entrañan la comisión de la infracción cometida por el infractor; entre otros, lugar, fecha y hora de la comisión de la infracción. 

Esta circunstanciación servirá como motivación de la sanción que se imponga; 

Entonces, se tiene la existencia de una suficiente motivación y fundamentación en el acto que se combate, puesto que se establecieron las circunstancias de modo, tiempo y lugar y se citaron los preceptos legales que le sirvieron de apoyo a la autoridad para su emisión, una fundamentación y motivación suficiente que la llevó a la conclusión de que los hechos en que participó el hoy actor, encuadraron en la hipótesis de los artículos señalados en el recuadro citado con antelación, resultando aplicable el siguiente criterio de jurisprudencia que dice: 

“FUNDAMENTACION Y MOTIVACION, GARANTIA DE.

Para que la autoridad cumpla la garantía de legalidad que establece el artículo 16 de la Constitución Federal en cuanto a la suficiente fundamentación y motivación de sus determinaciones, en ellas debe citar el precepto legal que le sirva de apoyo y expresar los razonamientos que la llevaron a la conclusión de que el asunto concreto de que se trata, que las origina, encuadra en los presupuestos de la norma que invoca.”


Por su parte, la autoridad demandada una vez que emitió su contestación de demanda manifestó que se identificó:
“…, con mi credencial que ampara la portación de arma de fuego misma que cumple con todos los lineamientos a que refiere el artículo 91 de la Ley de Tránsito…, y por disposición en su artículo 34 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado…”   

“…el multicitado folio de infracción cuenta con la debida motivación “MANEJAR EN ESTADO DE EBRIEDAD”, así como la debida fundamentación correspondiente al Reglamento de Tránsito Municipal de San Luis Potosí, faltas 
previstas y sancionadas en los artículos 158, 159 fracción II, 178…” (F. 26 Y 26 VUELTA) 

Argumento que es procedente, puesto que es coincidente con el criterio que ha quedado plasmado en esta resolución.
En conclusión, el acto administrativo que se impugna, si bien goza de presunción de validez, no menos cierto lo es que esa presunción, no fue desvirtuada por parte del demandante, de acuerdo a los razonamientos que han quedado señalado en esta resolución, por lo tanto, subsiste su legalidad y validez.  

Con todo lo anteriormente señalado, se tiene que la autoridad demandada, sí cumplió con todos y cada uno de los requisitos contenidos en los artículos 14 y 16 Constitucional en la forma en que ha quedado señalado en esta resolución, de lo que se tiene entonces que el acto que se combate sea declarado como Legal y Válido. 

En cuanto a las pretensiones señalados por el actor, las mismas resultan improcedentes, ya que para su procedencia se hacía necesario declarar la Ilegalidad e Invalidez del acto combatido, sin que en el presente caso haya acontecido.  

Ahora bien, en virtud de que no existen constancia alguna que acredite que la demandada haya devuelto al actor el vehículo que le fue retenido con motivo de la boleta de infracción impugnada, ni que dicho actor haya garantizado el interés fiscal previo a la suspensión que le fue concedida, en virtud de haberse declarado legal y válido el acto que se impugnó, queda sin efectos la suspensión concedida.     
En consecuencia de todo lo anteriormente analizado, en virtud de que no le asistió la razón al hoy actor para que proceda la nulidad del acto reclamado, al haberse declarado sus conceptos de impugnación infundados e inoperantes de acuerdo a las consideraciones ya señaladas, con fundamento en lo establecido por los artículos 249 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es de resolverse y  RESUELVE.

PRIMERO.- Esta Primera Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia de conformidad con los razonamientos y fundamentos expresados en el considerando primero de esta resolución.

SEGUNDO.- Se declara la LEGALIDAD Y VALIDEZ del acto materia de este juicio de nulidad, conforme a lo señalado en el Considerando SEXTO de ésta resolución.

TERCERO.- Notifíquese. 

ASÍ, lo resolvió y firma la Magistrada Titular de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada MA. EUGENIA REYNA MASCORRO, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado ANTONIO MARTÍNEZ PORTILLO, que autoriza y da fe.-CONSTE.

"Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y el noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.
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